	


 

SALA DE CASACIÓN SOCIAL
 
Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO
 


En el juicio que por accidente de trabajo sigue el ciudadano ELVIDIO MORA ROA, representado judicialmente por los abogados José Manuel Vega Contreras y José Antonio Vega contra la ALCALDÍA DEL MUNICIPIO ARZOBISPO CHACÓN DEL ESTADO MÉRIDA, representada por el Síndico Procurador Municipal ciudadano OMAR ELADIO SOSA MOLINA y judicialmente por los abogados Abdon Sánchez Noguera, María Carolina Sánchez de Burguera y Yul Ernesto Zambrano Vivas; el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Amparo Constitucional de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, dictó sentencia en fecha 08 de mayo del año 2002, mediante la cual declaró parcialmente con lugar la demanda, confirmando así el fallo apelado.
 


Contra el fallo anterior anunció recurso de casación la parte demandante, el cual una vez admitido, fue oportunamente formalizado. No hubo impugnación.
 


Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta en fecha 01 de agosto del año 2002, correspondiendo la ponencia al Magistrado Alfonso Valbuena Cordero.
 


Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previa las siguientes consideraciones:
 
PUNTO PREVIO

 
Ha sido establecido por esta Sala de Casación Social (Francisco Dávila Álvarez vs C.A. Venezolana de Seguros), que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma antes que las de fondo, resultando en consecuencia parte de su contenido contradictorio con respecto al vigente texto constitucional, que da prioridad a la resolución de la controversia, por cuanto ordena no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales y que se obtenga con prontitud una decisión sobre la misma, y es por ello, con fundamento en el principio de la supremacía de la Constitución y el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, que la Sala, analizado el caso concreto, desaplica la regla general del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver en primer término y en forma excluyente en caso de procedencia, el recurso de forma, por cuanto resolver primeramente los planteamientos atinentes al fondo de lo debatido, es el método de análisis respecto del orden de las denuncias, que mejor sirve a los fines de impartir efectiva justicia.

 

En consecuencia, en aplicación del criterio anterior, esta Sala pasa a decidir el presente recurso de casación, conociendo en primer lugar las denuncias formuladas bajo el recurso por infracción de ley y, posteriormente de ser necesario las contenidas en el recurso por defectos de actividad, en los siguientes términos:
 
RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY
ÚNICA
 


De conformidad con lo dispuesto en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia como infringido por la recurrida los artículos 506 ejusdem y 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, por falta de aplicación.
 


Sobre el particular alega el formalizante lo siguiente:
 

“La parte demandada en la contestación al fondo de la demanda admite parte de los hechos invocados en el libelo como ciertos y son: 1) reconoció que el demandante al momento de ocurrir el hecho que el trabajador califica como accidente de trabajo se le produjeron lesiones que ameritaron amputación traumática del hallux de pie izquierdo, esto es amputación del dedo gordo lo que le produjo la incapacidad parcial y permanente establecida por el médico legista. 2) reconoció que al demandante se le atendió primero en el hospital II de Canaguá y posteriormente fue remitido al Hospital Universitario de los Andes, donde se le realizaron la anestesia y bloqueo, limpieza y afrontamiento del colgajo y osteodesis del II dedo. 3) Es cierto que permaneció hospitalizado durante cuarenta y cinco días en tal centro medico asistencial. 4) es cierto que el médico legista recomendó su reubicación a otro trabajo.

 
El Síndico Procurador Municipal en nombre de su representada y parte demandada al contestar la demanda, rechazó, negó y contradijo en gran parte todo lo afirmado y solicitado en el libelo de demanda como son: 1) rechazó, negó y contradijo el sueldo del demandante Elvidio Mora Roa, a los efectos del cálculo de cualquier indemnización que le pueda corresponder como consecuencia del accidente de trabajo cuyo resarcimiento demanda, sea la cantidad de ciento seis mil bolívares (Bs. 106.000,00), pues para la fecha en que ocurrió el accidente de trabajo cuyo resarcimiento demanda, esto es para el día 21 de marzo de 1.996, el sueldo devengado por dicho ciudadano era la cantidad de treinta y seis mil bolívares (Bs. 36.000,00) mensuales, equivalente a la cantidad de un mil doscientos bolívares (Bs. 1.200,00) diarios. 2) Rechazó que el demandante al momento de ocurrir el accidente de trabajo cuyo resarcimiento demanda cumpliera orden expresa y precisa del alcalde de limpieza y corte de grama y monte del parque del motor en la periferia de la población de Canaguá. 3) Falseó y negó que el demandante no pueda realizar el trabajo de fiscal de obras públicas que realizaba antes de ocurrir el accidente de trabajo 4) Falseó que le impida realizar actividades deportivas. 5) Falseó y negó que tal incapacidad del demandante haya pasado a ser un minusválido. 6) Rechazó y negó que como consecuencia del accidente de trabajo sufrido por el demandante, la Alcaldía del municipio Arzobispo Chacón del Estado Mérida, deba resarcir ningún daño moral al demandante, por cualquier dolor o trauma psicológico, porque le sea difícil aceptar su incapacidad, porque no pueda entrenar o competir, porque no pueda compartir con sus  amigos el entrenamiento y la competencia en un deporte. 7) Rechazó que el demandante para la presente fecha no goce de una excelente salud y que su constitución física se haya visto disminuida en forma alguna. 8) Rechazó que como consecuencia de la amputación del dedo gordo del pie izquierdo, el demandante haya perdido oportunidades de adelantos progresivos y de fomento del deporte. 9) Rechazó que la perdida del dedo gordo (hallux) del pie izquierdo impida al demandante deambular y realizar cualquier trabajo fuerte. 10) Rechazó que la alcaldía del Municipio Arzobispo Chacón no le haya cancelado al trabajador ninguna cantidad. 11) Rechazó que la Alcaldía del Municipio Arzobispo Chacón haya incurrido en ningún hecho ilícito y que el demandante haya sufrido daños y perjuicios como consecuencia de hecho ilícito. 12) Rechazó y negó que la alcaldía del municipio Arzobispo Chacón pueda responsabilizarse conforme al artículo 1.185 del Código Civil y que por virtud de dicho dispositivo civil se le pueda obligar a la reparación de ningún daño material o moral conforme al artículo 1.196 del mismo código. 13) Negó que tal hecho ocurriera por falta de precaución de la alcaldía. 14) Rechazó y negó que el demandante se le deba hacer entrega de las dotaciones a que se refiere la contratación colectiva, que le deba dar la alcaldía botas y guantes. 15) Rechazó que la alcaldía del municipio Arzobispo Chacón le deba pagar al demandante la cantidad de treinta y cinco millones de bolívares (35.000.000,00) por concepto de resarcimiento e indemnización por amputación traumática de hallux de pie izquierdo, más osteodesis del II dedo. 16) Rechazó que la alcaldía del Municipio Arzobispo Chacón le deba pagar al demandante la cantidad de quinientos veinte mil bolívares (Bs. 520.000,00) por concepto de atención médica, pago de medicinas, gastos de transporte y atención de familia y gastos de estos. 17) Rechazó que la Alcaldía del Municipio Arzobispo Chacón le deba pagar al demandante la cantidad de siete millones seiscientos ochenta mil bolívares (Bs. 7.680.000,00) por concepto de 80 salarios ordenados por el Médico Legista que lo valoró. 18) Rechazó que la Alcaldía del Municipio Arzobispo Chacón le deba pagar al demandante la cantidad de cinco millones de bolívares (Bs. 5.000.000,00) por daño moral (pretiun doloris) por el inmenso dolor experimentado y trauma psicológico que significa para mi poderdante y anteriormente descrito. 19) Rechazó finalmente el fundamento de derecho en que el demandante pretende fundamentar su demanda.
 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, en cuanto a éste impone a la demandada la carga de fundamentar sus defensas y por lo tanto la parte demandada asumió la carga de probar los hechos en que sustento las mismas. La parte demandada no probó lo alegado en la contestación a la demanda. En fecha 31 de marzo de 1.998, venció el lapso de promoción de las pruebas según constancia expresa hecha por la secretaria del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, (corre agregado al vuelto del folio 40 del expediente), la parte demandada en la oportunidad legal no promovió ninguna prueba ni probó ninguno de los hechos que negó, rechazó y contradijo en la contestación al fondo de la demanda (corre agregados a los folios 30 al 35 del expediente).
 
Entonces, correspondía al Juez de la recurrida establecer y decidir conforme al artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, si la parte demandada probó lo rechazado en la contestación al fondo de la demanda, al no hacerlo el juez de la recurrida así infringió por falta de aplicación la regla de distribución de la carga de la prueba que resulta del artículo 68 ejusdem.; (sic) e infringió también por la misma razón e igualmente por falta de aplicación el artículo 506 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto ignoró la disposición de éste, que pone a cargo de la parte que afirma o niega un hecho en el caso de la parte demandada la obligación de probarlo. En ésta infracción influyó decisivamente en el fallo recurrido en una condenatoria que no se corresponde con el pedimento afirmado en el libelo, puesto que al desatender el sentenciador la regla de distribución de la carga de la prueba, la sentencia dictada y recurrida mal puede entenderse con arreglo a derecho. El sentenciador debió decidir conforme a lo alegado y probado en autos o en el mundo jurídico conformado por el expediente, es decir, si la parte demandada llenó los extremos establecidos en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, se evidenciaría y así hubiera sentenciado el juez la existencia de la confesión ficta de la parte demandada condenando a la parte demandada al pago de todo lo solicitado por el actor en el libelo de demanda.”
 

Para decidir la Sala observa:


En el caso sub iudice, se alega la falta de aplicación de una norma, entendiéndose ésta como el error que tiene lugar cuando el juzgador se niega a aplicar la norma a una relación jurídica que está bajo su alcance.
 


Así pues, alega el formalizante que la recurrida infringió lo dispuesto en los artículos 506 del Código de Procedimiento Civil y 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, por falta de aplicación, por cuanto ignoró las disposiciones de las mismas en cuanto a la carga probatoria de las partes.
 
En virtud de ello, esta Sala debe revisar los hechos establecidos por el sentenciador de la recurrida en su parte motiva, la cual señala:

 

“Ambos contendientes están de acuerdo en la fijación de ochenta (80) salarios establecidos por el médico legista como indemnización del caso presente que ocasionó una incapacidad parcial y permanente. En realidad este tipo de incapacidad que es la pérdida de un dedo del pie no incapacita a ninguna persona a la práctica de algún deporte, ni siquiera del fútbol, no convirtiendo a la persona que lo sufre en un minusválido. Ahora bien, frente a la determinación de aquél monto los artículos 573 y 574 de la Ley Orgánica del Trabajo establecen que en caso de incapacidad parcial y permanente la indemnización posible se establecerá con base al salario normal y a la reducción de su capacidad de la actividad que desempeña, pero limitando el monto resarcible al salario de un año o al equivalente de quince salarios mínimos.

 

Es preciso entonces establecer el criterio que prevaleció en la mente del legislador en cuanto al concepto de ‘salario’ en el caso en estudio puesto que la parte demandada hace un cálculo sobre el salario diario, lo que a criterio de está Alzada es erróneo, pues el primer aparte del ya mencionado artículo 573 habla de ‘salarios mínimos’ y esta clase de salario se calcula mensual y no diariamente. Por tanto, en el caso en estudio, la cantidad sería el resultado de multiplicar el salario comprobado en juicio, de treinta y seis mil bolívares (Bs. 36.000,00) evidenciado en las planillas ya referidas que corren a los folios 44 cuarenta y cinco (45), las cuales, emanadas de la Hacienda Municipal, son documentos públicos administrativos a los que hay que otorgarle la fe pública prevista en la Ley; repetimos, al multiplicar ese monto por ochenta (80), resulta la cantidad de Dos Millones Ochocientos Ochenta Mil Bolívares (2.880.000,00) siendo de advertir que por tratarse de la categoría de documentos antes indicado no puede haber extemporaneidad (artículo 435 del Código de Procedimiento Civil). A pesar de lo dicho anteriormente la Ley Orgánica del Trabajo, que por Orgánica y de orden público tiene prevalencia en su aplicación, consagra un límite a esta clase de indemnización que es el equivalente a un año de salario sin que pueda ser superior a quince salarios mínimos. De manera que es esta limitación la que ha de tomarse en cuenta, aunque siempre favorable al trabajador, por encima de cualquier otro acuerdo entre las partes litigantes. En consecuencia, de los dos limites mencionados considera está Superioridad por un resultado de elemental aritmética que el más favorable entre el equivalente a doce (12) meses de salarios y el de ochenta (80) salarios convenidos, es el límite de quince salarios mínimos que arroja el monto de Quinientos Cuarenta Mil Bolívares (540.000,00 Bs.) considerando esta Alzada que al referirse el único aparte del artículo 575 de la Ley Orgánica mencionada a días continuos hace referencia a otros términos o lapsos que nada tienen que ver con el salario mínimo.

-IV-

 

Cuando la Ley establece una indemnización determinada por un hecho específico, ese monto prevalece sobre cualesquiera otros, inclusive acordado entre partes, al menos dentro del proceso en referencia, y con mayor razón cuando las disposiciones que contiene el limite del resarcimiento tienen el carácter de estricto orden público, pues es evidente que si esa disposición pudiera ignorarse, carecería en absoluto de valor, lo que es absurdo porque las disposiciones de orden público no pueden relajarse por convenios entre particulares (artículo 6 del Código Civil).

 

De allí, está fuera de toda lógica pretender cobrar Treinta y Cinco Millones de Bolívares (Bs. 35.000.000) (sic) por una incapacidad parcial y permanente cuando la ley tiene establecido en forma clara cómo determinarse el resarcimiento de esta clase de daño. De igual manera se rechaza el pretendido monto de Siete Millones Seiscientos Ochenta Mil Bolívares (Bs. 7.680.000,00) equivalente a ochenta (80) salarios por la misma razón anterior, ya que lo acordado por un médico legista no puede prevalecer sobre disposiciones expresas de la ley; de la misma manera se rechaza el monto por concepto de atención médica y pago de medicinas porque, aparte de no subsumirse el hecho en la previsión legal, ni están especificados esos gastos ni, mucho menos, comprobados.

 

En cuanto al pretendido daño moral se observa: Se trata en el presente juicio de una relación laboral, lo que quiere decir que esa relación ha tenido origen en un contrato que, además de los elementos ordinarios de consentimiento, objeto y causa, tiene los específicos de prestación de servicios, remuneración y subordinación. Por lo tanto, el enfocar el problema desde el punto de vista del hecho ilícito (art. 1.183 del Código Civil), es erróneo porque su fundamento está en el artículo 1.271 ‘eiusdem’ donde se establece el incumplimiento contractual como culposo, dando origen a la obligación de resarcir el daño tanto por la pérdida sufrida como la utilidad que haya dejado de percibirse, salvo el caso de fuerza mayor, caso fortuito o, en términos más generales, fuerza extraña no imputable al agente del daño. Pero, además, los daños y perjuicios contractuales tienen una doble limitación, como son que solamente son reparables los previstos o que han podido preverse al tiempo de la celebración del contrato y los que sean consecuencia inmediata y directa del incumplimiento (artículo 1272, 1.273, 1.274, 1.275 del Código Civil).

 

Por consecuencia, los daños provenientes de la falta de cumplimiento de una relación contractual de cualquier tipo, no puede llegar hasta la reparación del daño moral; en primer lugar, porque el artículo 1.196 ‘eiusdem’ que lo prevé esta dentro de la sección quinta que se refiere a los hechos ilícitos, que es otra causal extracontractual generadora de daños. Pero, además, el fundamento más importante de excluir el daño moral de los daños contractuales es que toda actuación legal se presume de buena fe (artículo 789 del referido Código) y sí desde el momento de la contratación se prevén los futuros daños que es, prever el incumplimiento, la buena fe deja de tener vigencia; por otra parte, se reafirma esta concepción al tomar en consideración la otra limitación establecida en la ley, como son los daños consecuencia inmediata y directa del incumplimiento, puesto que, en tal hipótesis, desde el inicio mismo de la relación contractual, se tiene la seguridad de que se va a producir el incumplimiento, es decir que se va a actuar en forma culposa, lo que, además de ilegal, es incuestionablemente inmoral.”

 

Ahora bien, estima conveniente esta Sala para resolver la denuncia bajo examen, señalar lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo para su previo análisis, el cual señala:

 

“En el tercer día hábil después de la citación, más el término de distancia, si lo hubiere, el demandado o quien ejerza su representación, deberá, al contestar la demanda, determinar con claridad cuales niega o rechaza y expresar asimismo los hechos o fundamentos de su defensa que creyere conveniente alegar.
 
Antes de concluir el acto de la litis contestación el Juez podrá interrogar a la parte demandada sobre alguno o más de los hechos que este no hubiere rechazado en forma determinada y su respuesta se tendrá como parte de la contestación.
 
Se tendrán por admitidos aquellos hechos indicados en el libelo respectivo de los cuales, al contestarse la demanda, no se hubiere hecho la requerida determinación ni aparecieren desvirtuadas por ninguno de los elementos del proceso.”

 


Del contenido de la norma legal bajo estudio se desprende el establecimiento de un imperativo de orden procesal, al señalar que el demandado o quien ejerza su representación en el acto de contestación “deberá” determinar cuáles de los hechos admite y cuáles rechaza, produciéndose así la carga procesal del demandado de determinar con claridad cuáles de los hechos invocados en el libelo admite como ciertos y cuáles niega o rechaza. La finalidad de esta norma es de alguna manera simplificar el debate probatorio, dando por admitidos los hechos del demandante, que no hayan sido expresa y razonadamente contradichos por el patrono.
 


Pues bien, con relación a la interpretación del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, y con relación a la carga de la prueba cuando el trabajador demanda indemnizaciones derivadas de infortunios de trabajo, es decir, por accidentes o enfermedades profesionales, esta Sala de Casación Social en sentencia de fecha 17 de mayo del año 2000 en el caso José Francisco Tesorero Yánez contra la sociedad mercantil Hilados Flexilón, S.A., con ponencia del Magistrado Omar Mora Díaz, dejó establecido lo siguiente:
 

“Ahora bien, es importante señalar que, cuando el trabajador accidentado demanda las indemnizaciones prevista en las leyes especiales en materia del derecho del Trabajo (la Ley Orgánica del Trabajo -arts. 560 y siguientes- y la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo -art. 33-), el sentenciador debe aplicar la carga de la prueba prevista en la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo en su artículo 68, el cual ha sido interpretado por esta Sala de Casación Social en fecha 15 de marzo de 2000, donde se expresó:
 
‘…según como el accionado dé contestación a la demanda, se fijará la distribución de la carga de la prueba en el proceso laboral.

 
Por lo tanto, el demandado en el proceso laboral tiene la carga de probar todos aquellos alegatos nuevos que le sirvan de fundamento para rechazar las pretensiones del actor.

 
También debe esta Sala señalar que, habrá inversión de la carga de la prueba en el proceso laboral, es decir, estará el actor eximido de probar sus alegatos, en los siguientes casos:

 
1) Cuando en la contestación a la demanda el accionado admita la prestación de un servicio personal aun cuando el accionado no la califique como relación laboral. (Presunción iuris tantum, establecida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo).
 
2) Cuando el demandado no rechace la existencia de la relación laboral, se invertirá la carga de la prueba en lo que se refiere a todos los restantes alegatos contenidos en el libelo que tengan conexión con la relación laboral, por lo tanto es el demandado quien deberá probar, y es en definitiva quien tiene en su poder las pruebas idóneas sobre el salario que percibía el trabajador, el tiempo de servicios, si le fueron pagadas las vacaciones, utilidades, etc.
 
También debe esta Sala señalar con relación al mencionado artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, en lo referente a cuándo se tendrán por admitidos los hechos alegados por la parte actora, que en estos casos, se deberá aplicar la llamada confesión ficta.

 
Es decir, se tendrán por admitidos aquellos hechos alegados por la parte accionante en su libelo, que el respectivo demandado no niegue o rechace expresamente en su contestación, o cuando no haya fundamentado el motivo del rechazo, aunado al hecho de que tampoco haya aportado a los autos en la oportunidad legal, alguna prueba capaz de desvirtuar dichos alegatos del actor.

 
En otras palabras, la demandada tendrá la carga de desvirtuar en la fase probatoria, aquellos hechos sobre los cuales no hubiese realizado en la contestación el fundamentado  rechazo, de lo contrario, el sentenciador deberá tenerlos como admitidos’. (Sentencia de la Sala de Casación Social, de fecha 15 de marzo de 2000, exp. No. 98-819). 

 
Por otro lado, si el trabajador también demanda la indemnización de daños materiales por hecho ilícito del patrón causante del accidente o enfermedad profesional, el sentenciador para decidir la procedencia de dichas pretensiones, deberá aplicar la normativa del derecho común. 
 
Es decir, el trabajador que demande la indemnización de daños materiales superiores a los establecidos en las leyes especiales, deberá probar de conformidad con el artículo 1.354 del Código Civil, los extremos que conforman el hecho ilícito que le imputa al patrón, criterio éste, mantenido por la Sala de Casación Civil, ratificado hoy por esta Sala de Casación Social, el cual a continuación se transcribe:
 
‘Es criterio de esta Sala que de acuerdo a la acción intentada por el Trabajador con base en los artículos 1.185 y 1.196 del Código Civil, el Tribunal Superior ajustó su decisión a los extremos que exige el Código Civil en materia de hecho ilícito demandado conforme a esas normas, por lo que correspondía a la parte actora demostrar en la secuela del juicio si el accidente se produjo por intención, negligencia o imprudencia de la empleadora, extremos que configuran el hecho ilícito que da lugar a la acción por daños y perjuicios morales o materiales, a tenor de los citados artículos 1.185 y 1.196 del Código Civil. En lo que respecta al artículo 1.354 del Código Civil, considera esta Corte que el Juzgado Superior sí le dio correcta aplicación’. (Sentencia de la Sala de Casación Civil de fecha 3 de junio de 1987, en el caso Isidro Arias Suárez contra Manufacturas Orgam, C.A.) 
 
Ahora bien, con relación a la indemnización por daño moral proveniente de un infortunio laboral, la Sala de Casación Civil mantuvo el criterio de que esta indemnización le correspondería al trabajador siempre que probara que el accidente o enfermedad profesional fue ocasionado por el hecho ilícito del patrón (responsabilidad subjetiva), por cuanto dicha acción por daño moral no está prevista en la Ley Orgánica del Trabajo, la cual prevé sólo una responsabilidad objetiva producto del riesgo profesional, para indemnizar los daños materiales, expresamente tarifados en dicha Ley.

 
Penetrada esta Sala de serias dudas, sobre el alcance que la jurisprudencia de este Alto Tribunal le ha dado a la teoría de la responsabilidad objetiva o del riesgo profesional, en cuanto a la procedencia de la indemnización por daño moral, pasa a realizar las siguientes consideraciones: 
 
Tanto la doctrina como la Jurisprudencia han sido uniformes al señalar que en materia de infortunios de trabajo, se aplica la teoría de la responsabilidad objetiva o del riesgo profesional. Para ello podemos citar lo siguiente:

 
‘…consiste en que el patrono de una empresa está obligado a pagar una indemnización, a cualquier obrero víctima de un accidente de trabajo o a sus representantes, sin que haya que investigar, en principio, si este accidente proviene, ya de culpa del patrono, ya de caso fortuito, ya inclusive de un hecho culpable del obrero. El accidente de trabajo es un riesgo de la profesión: amenaza a todos los que trabajan. No hay hombre prudente, por atento que sea, que pueda jactarse de escapar a él. No hay que buscar la causa que lo produce porque, en virtud de la costumbre profesional, los actos de negligencia de un patrono, y, sobre todo, los de un obrero, son inevitables y hasta excusables. Se considera, por lo tanto, el accidente como algo aleatorio unido al oficio. Este algo aleatorio pesará sobre la empresa misma; es ella la que produce el riesgo y es ella la que debe repararlo. El que hace trabajar por su cuenta, mediante salario debe sufrir las consecuencias de los riesgos inherentes a dicho trabajo, porque es él quien los origina, y, además, porque es él quien obtiene el principal beneficio del trabajo’. (Colin y Capitant; Curso Elemental de Derecho Civil, Tomo 3º, Editorial Reus, Madrid, 1960, pp. 873 y 838).  

 
‘En materia de Accidentes de trabajo, es sabido que nuestra Ley Laboral sustantiva recoge en su Artículo 140, (hoy 560 de la L.O.T.), la doctrina de la responsabilidad objetiva, también denominada ‘Doctrina del Riesgo Profesional’, que hace procedente a favor del trabajador accidentado o enfermo, el pago de las indemnizaciones contempladas por el propio Legislador, independientemente de la CULPA o NEGLIGENCIA DEL PATRONO, pero siempre condicionado a la presencia de un ineludible requisito de procedencia o presupuesto de hecho, como lo es la circunstancia de que el accidente o enfermedad a indemnizar, provengan del servicio mismo o con ocasión directa de él’. (Mille Mille, Gerardo; Comentarios sobre Jurisprudencia Laboral y la Ley Orgánica del Trabajo, Editores Paredes, Caracas, 1991, p. 131).
 
‘Recibe así aplicación en el campo de los accidentes de trabajo la teoría de la responsabilidad objetiva. Conforme a ésta, el patrono es responsable exista o no culpa de su parte en el accidente de que resulta víctima su trabajador, (...). Se trata, simplemente del riesgo profesional que la legislación laboral pone a cargo del patrono y a favor del trabajador’. (Sentencia de la Sala de Casación Civil, de fecha 22 de mayo de 1974, en el juicio Justina Vargas contra Industrias Química Charallave C.A.).

 
De las precedentes transcripciones se evidencia, que en materia de infortunios de trabajo (accidentes o enfermedades profesionales) se aplica la teoría de la ‘responsabilidad objetiva’, también llamada del riesgo profesional, la cual hace proceder a favor del trabajador accidentado el pago de indemnizaciones por daños, independientemente de la culpa o negligencia del patrono.

 
Ahora bien, el legislador previó expresamente en virtud del riesgo profesional que asume el patrono, una responsabilidad objetiva por daños provenientes de accidente o enfermedad profesional del trabajador, estipulada en la Ley Orgánica del Trabajo, por lo que corresponde a esta Sala, establecer el alcance de dicha responsabilidad objetiva sobre la indemnización, tanto de los daños materiales como de los daños morales, sufridos por un trabajador accidentado.

 
Para ello debemos ir a la fuente de la teoría del riesgo profesional,  la cual se basó desde sus principios en la responsabilidad objetiva, producto de las ideas jurídicas de Francia, influenciadas por la legislación Alemana, por cuanto la doctrina de la responsabilidad civil cubría sólo la culpa del patrono, y las acciones por indemnización de daños producto de accidentes o enfermedades profesionales estaban destinadas al fracaso por la dificultad para el trabajador de probar el hecho culposo del patrón.
 
Es así como nace la teoría de la responsabilidad objetiva, y para mayor comprensión, citamos a Mario de la Cueva y Guillermo Cabanellas, quienes sobre dicha tesis, señalan: 

 
‘El trabajador lesionado en su trabajo profesional debe ser indemnizado por aquél en cuyo provecho realizaba el trabajo. El accidente es para el patrono, un riesgo profesional. (...) La justicia y la equidad exigen que el empresario, creador del riesgo y quien además aprovecha los beneficios de la producción, tome a su cargo la reparación de los daños que causen sus instalaciones (...). 
 
Saleilles es el autor que, con mas entusiasmo, defendió esta nueva tesis (responsabilidad objetiva) (...) influenciado por el derecho alemán, recurrió nuevamente al artículo 1.384 del Código de Napoleón:

 
‘Art. 1384: Se es responsable, no solamente del daño causado por hecho propio, sino, también, del causado por el hecho de las personas por las que debe responderse, o de las cosas que se tienen bajo su cuidado’.

 

Así pues, (...) el patrono responde del accidente, no porque haya incurrido en culpa, sino porque su cosa, su maquinaria, ha creado el riesgo.
 
La tesis de Saleilles (…) fue acogida por la Corte Francesa  de Casación en la sentencia del 16 de junio de 1896. Con esa sentencia se abrieron las puertas a la teoría del Riesgo Profesional y la transformación de la doctrina de la responsabilidad civil’. (De La Cueva, Mario; Derecho Mexicano del Trabajo, Novena Edición, Tomo II, Editorial Porrua, S.A., México, 1969, pp. 46 y 50) (Subrayado de la Sala).
 
‘La Tesis de Saleilles, muy semejante a la de Josserand, surge sobre la base del contenido de los artículos 1.384 y 1.386 del Código Civil Francés conocida con el nombre de teoría objetiva. Parte del supuesto de que el daño causado por un objeto debe ser reparado por su propietario; es decir, por aquel que se beneficia, abstracción hecha de toda idea de culpa. ‘La responsabilidad deja de tener su fundamento en la culpa del que obra o posee; es decir, en la culpa subjetiva; el simple daño causado por una cosa o por un acto, o más simplemente, el hecho causado por la culpa objetiva, resulta suficiente para originarlo. 
 
(...) La teoría de la Responsabilidad Objetiva, precede la del riesgo profesional, basta con establecer que se ha producido un daño y buscar el vínculo de causalidad entre el hecho de trabajo y ese daño para reclamar, de modo inmediato, la responsabilidad que incumbe al dueño de la cosa, en este caso de la empresa, por daños producidos. El propietario responde por el solo hecho de ser propietario de la cosa.
 
(...) La tesis de Saleilles se basa en que la teoría de la culpa es propia del Derecho Individual; la teoría objetiva es, por el contrario, propia del Derecho Social, que considera al hombre como parte de una colectividad. Cuando una empresa acepta a un obrero, acepta los riesgos de la elección. (Cabanellas, Guillermo; Derecho de los Riesgos del Trabajo, ob. cit., pp. 291 a la 295) (Subrayado y negrillas de la Sala).
 
De lo anteriormente expuesto, se evidencia que la teoría de la responsabilidad objetiva nace del supuesto de que el daño causado por un objeto debe ser reparado por su propietario, no porque el dueño haya incurrido en culpa, sino porque su cosa, su maquinaria ha creado un riesgo, sobre el cual debe responder, indemnizando al trabajador tanto por  el daño material como por daño moral.
 
Lo expuesto en el párrafo anterior, es conocido en nuestra doctrina como la responsabilidad objetiva por guarda de cosas, estipulada en el artículo 1.193 del vigente Código Civil, el cual dispone:
 
‘Toda persona es responsable del daño causado por las cosas que tiene bajo su guarda, a menos que pruebe que el daño ha sido ocasionado por falta de la víctima, por el hecho de un tercero, o por caso fortuito o fuerza mayor’.

 
Sobre la mencionada responsabilidad objetiva por guarda de cosas, la doctrina patria especializada en la materia, señala:
 
‘El Código Napoleón en su artículo 1.384, primer inciso, disponía que una persona era responsable por hecho propio, por el hecho de las personas de que debe responder y por las cosas que estén bajo su guarda.

 
Con la invención de la máquina de vapor, el auge del maquinismo y los primeros atisbos de la revolución industrial, comienzan a suceder con bastante frecuencia accidentes productores de numerosas víctimas.
 
(...) A fin de eliminar estos inconvenientes se ensayaron varios intentos de soluciones a saber: (...) c) Se pretendió crear una especie de obligación de seguridad a cargo del patrono, en virtud de la cual, y fundamentándose en cláusulas tácitas del contrato de trabajo, se entendía que si un obrero sufría un daño con alguna de las máquinas integrantes de la instalación industrial, el patrono debía indemnizarlo porque estaba obligado a garantizar su seguridad.

 

(...) La redacción del Código Civil (Art. 1.193), no deja lugar a dudas que el responsable es la persona que tiene una cosa bajo su guarda. 
 
(...) La doctrina ha reconocido al igual que la jurisprudencia la existencia de una presunción de culpa juris et de jure, absoluta e irrefragable. Esta presunción cae sobre una culpa in vigilando, la cual se supone absolutamente en la persona del guardián de una cosa cuando ésta causa un daño. (...) Es decir, no se le permitirá al guardián demostrar la ausencia de culpa, no se le aceptará demostrar que ejerció correctamente sus poderes de vigilancia y de control sobre la cosa o que fue diligente en el cumplimiento de sus deberes. Para exonerarse, el guardián sólo puede demostrar que el daño se debió a una causa extraña no imputable (caso fortuito, fuerza mayor, hecho de un tercero o culpa de la víctima).
 
El guardián responde porque él introduce un riesgo en el seno de la sociedad al usar la cosa y como obtiene un provecho o beneficio de esa cosa, como contrapartida debe soportar el riesgo que esa cosa produzca, de modo que repara el daño causado por la cosa sin que sea necesario que incurra en culpa alguna.’ (Maduro Luyando, Eloy; Curso de Obligaciones, Décima Edición, Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1997, pp.662 a la 703).
 
También este Supremo Tribunal se ha pronunciado sobre la responsabilidad objetiva por guarda de cosas, al señalar:
 
‘Del artículo 1.193 del Código Civil (…) se desprenden consecuencias importantes, así en primer término tenemos que el responsable en tal caso, es la persona que funge como guardián de la cosa, vale decir, quien tiene a su cargo el poder autónomo de mando, dirección, control, uso o vigilancia sobre la cosa que produce el daño.
Esta norma establece un caso de responsabilidad objetiva, contra la cual el guardián de la cosa puede defenderse alegando y demostrando que el daño tuvo su causa en un hecho fortuito, de fuerza mayor, por el hecho de un tercero o por el hecho de la víctima. Con ello se establece una relación de causalidad del daño que torna en no responsable al guardián.
 
Finalmente, debe observarse que, aunque la norma no distinga entre las cosas por cuya guarda respondería el guardián, la responsabilidad se hace aún más evidente cuando se trata de cosas que representan un peligro objetivo del cual ese guardián obtiene un beneficio. Por ejemplo, el caso de la existencia de un depósito de explosivos en una empresa del ramo, situación que determina la existencia de un riesgo objetivo del cual se beneficia la citada empresa. 
 
(…) Ahora bien, con vista a todo lo antes expuesto, estima esta Sala que resulta suficiente, para que pueda ser declarada la responsabilidad especial por guarda de cosas en el presente caso, que se pruebe suficientemente la existencia del daño, la relación de causalidad conforme a la cual pueda afirmarse que el hecho de la cosa es el que causó el daño, y la condición de guardián de la demandada. Por su parte, la empresa accionada dispone de las siguientes defensas frente a la acción por la cual se le exige la responsabilidad especial que nos ocupa: la demostración de que el hecho previene de un caso fortuito, fuerza mayor, del hecho de un tercero o de culpa de la víctima.’ (Sentencia de la Sala Político Administrativa  del 5 de abril de 1994, en el juicio de Nemecio Cabeza contra C.A. Administración y Fomento Eléctrico (CADAFE). (Subrayados y negrilla de la Sala).
 
‘Han sido demostrados en este caso, los extremos que hacen prosperar en derecho la demanda propuesta por la parte actora, por haberse cumplido los requisitos establecidos en el artículo 1.193 del Código Civil, en cuyo texto se establece la responsabilidad objetiva por los daños ocasionados por las cosas que se tienen bajo la guarda. Por consiguiente corresponde a esta Sala, estimar el monto que por concepto de daño moral habrá de pagar la demandada a la parte actora. Para hacer la fijación interesa precisar que el daño moral no requiere prueba especial.’ (Sentencia de la Sala Político Administrativa de fecha 18 de febrero de 1999, en el juicio seguido por Esperanza García contra C.A. Energía Eléctrica de Venezuela, exp. No. 12.265) (Subrayados de la Sala).

 

(Omissis).
 
De todo lo hasta aquí expuesto, se desprende que la teoría del riesgo profesional, tuvo su origen en la conocida responsabilidad objetiva por la guarda de la cosa, y por lo tanto, como bien lo ha señalado la doctrina y la jurisprudencia, en virtud de dicha responsabilidad objetiva se debe reparar tanto el daño material como el daño moral. 
 
Es por ello que la teoría del riesgo profesional, aplicable al patrón por los accidentes o enfermedades profesionales que sufran sus empleados, lo hace responder objetivamente, es decir, independientemente de la culpa, tanto por el daño material como por el daño moral, siempre que ‘el hecho generador (accidente o enfermedad profesional) de daños materiales pueda ocasionar, además, repercusiones psíquicas o de índole afectiva al ente moral de la víctima.’ (S.C.C. 23-03-92). Así se declara.
 
Sobre la teoría del riesgo profesional, aplicable en el presente caso, debemos señalar lo siguiente:
 
‘Esta teoría de la responsabilidad objetiva, aplicada a materia de accidentes de trabajo, es decir, al contrato de trabajo, se convierte en la conocida generalmente con el nombre de teoría del riesgo profesional. (…) Existe de acuerdo con la teoría del riesgo profesional, una presunción -juris et de jure- de culpa del patrono; salvo probarse una causa imputable al trabajador, debido a que la producción industrial expone a éste a ciertos riesgos. El patrono debe indemnizar a la víctima, por ser él quien recoge el provecho de esa producción. Aquí la responsabilidad resulta independiente de la culpa y se basa en un nuevo elemento: el riesgo, basta que se dé el elemento objetivo, el daño, y un vínculo de conexión entre el hecho y el agente, esto es, un vínculo entre las partes, que constituye a una en un deber hacia la otra. Deriva así de la propia existencia de la empresa concebida como complejo de actividades y riesgos; por lo cual la misma organización laboral debe responder de los accidentes que encuentran su causa en actividades de ella ‘no solamente por ser la creadora del riesgo sino por cuanto se beneficia de las actividades de sus trabajadores’. El trabajador se expone al riesgo profesional en beneficio de la industria y, como víctima de sus accidentes, corresponde a la misma industria el repararlos, (…) esos accidentes inevitables, que constituyen peligros inherentes a la empresa, que tienen como único propósito el desenvolvimiento de la actividad humana hacia un fin lícito, constituyen precisamente, en su conjunto, el riesgo profesional; y ¿quién pues, soportará este riesgo sino aquél en cuyo interés funciona el organismo que él ha creado.’. (Cabanellas, Guillermo; Tratado de Derecho Laboral, Tomo IV, Ediciones El Gráfico, Buenos Aires, 1.949, pp. 80 y 81).

 
Nuestra ley especial en la materia como se señaló supra, acogió esta teoría del riesgo profesional aplicable en materia de accidentes o enfermedades profesionales, la cual encontramos en la vigente Ley Orgánica del Trabajo, Título VIII, en el capítulo ‘De los Infortunios Laborales’, artículos 560 y siguientes, con la particularidad de tarifar la indemnización pagadera al trabajador por daño material en la medida de la incapacidad producida por el accidente o enfermedad profesional.
 
Mientras que el daño moral, por cuanto no puede ser realmente cuantificable, ni mucho menos tarifado por la Ley, queda a la libre estimación del Juez sentenciador. Así se declara.”
 


De la sentencia precedentemente transcrita, se delimitan los requisitos exigidos para dar contestación a la demanda en los juicios laborales, señalando que la confesión del demandado tendrá lugar cuando de aquellos hechos alegados por la parte accionante en su libelo, el demandado no los niegue o rechace expresamente en su contestación, fundamentando el motivo del rechazo, aunado al hecho de que tampoco haya aportado a los autos en la oportunidad legal, alguna prueba capaz de desvirtuar dichos alegatos del actor, en esta situación los hechos señalados en el libelo se tendrán por admitidos. 
 

También establece dicha sentencia, la carga de la prueba en materia de accidentes y enfermedades profesionales acogiendo el criterio de la Sala de Casación Civil, según la cual, si el trabajador demanda la indemnización de daños materiales o morales de acuerdo a lo establecido en el artículo 1.185 del Código Civil (responsabilidad subjetiva), deberá probar los extremos que conforman el hecho ilícito del patrono según lo estipula el artículo 1.354 del Código Civil, es decir, le corresponde al actor demostrar en el juicio, si el accidente se produjo por intención, negligencia, o imprudencia de la empleadora. Igualmente establece la sentencia en cuestión, en cuanto a la responsabilidad objetiva del patrono que proviene del artículo 1.193 del Código Civil, producto del riesgo profesional, que la misma hace proceder a favor del trabajador accidentando el pago de indemnizaciones por daños, independientemente de la culpa o negligencia del patrono.
 
Ahora bien, estima conveniente esta Sala señalar, que para determinar la carga de la prueba, en los casos en que se demande indemnizaciones provenientes de accidentes y enfermedades profesionales, es importante determinar en primer lugar la calificación jurídica de la acción, conforme al derecho demandado, esto es, si trata de un reclamo de indemnizaciones fundada en el artículo 1.185 del Código Civil (responsabilidad subjetiva) o si se trata de la solicitud de indemnizaciones fundada en el artículo 1.193 del Código Civil (responsabilidad objetiva por guarda de cosas).

 

En este sentido, una vez determinada la calificación de la acción, corresponde establecer cuál es la carga de la prueba que debe regir en el proceso en cuestión, es así y como se dijo anteriormente, cuando el trabajador demanda la indemnización de daños materiales o morales de acuerdo lo establecido en el artículo 1.185 del Código Civil, esto es por responsabilidad subjetiva, éste es quien debe probar los extremos que conforman el hecho ilícito del patrono con fundamento a lo dispuesto en el artículo 1.354 del Código Civil, es decir, le corresponde al actor demostrar que el accidente se produjo por intención, negligencia o imprudencia de la empleadora.

 

Como se ha dicho en innumerables fallos de esta Sala, el fundamento de la responsabilidad civil por hecho ilícito, es la noción de culpa,  que requiere a los fines de su verificación, el análisis de la conducta del causante del daño, de tal manera que en aquellos casos en los cuales se demanda la indemnización por daños materiales por hecho ilícito del patrono corresponde al sentenciador decidir la procedencia de dichas pretensiones aplicando el derecho común.

 

Por otro lado, si el trabajador demanda la indemnización de daños materiales o morales de acuerdo a lo establecido en el artículo 1.193 del Código Civil, esto es por responsabilidad objetiva, debe el patrono demostrar como guardián de la cosa (en el caso que así lo fuera), que dicho infortunio se originó por una fuerza mayor, por el hecho de un tercero o por el hecho de la víctima.

Pues bien, del análisis exhaustivo de la sentencia, y como se puede apreciar de la transcripción de la misma, el tribunal de alzada, no determinó correctamente conforme el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo en concordancia con los artículos 1.185 y 1.193 del Código Civil, la carga de la prueba, limitándose sólo a señalar apreciaciones generales que hacen imposible determinar el establecimiento y apreciación de los hechos que sustentan la pretensión o excepción.

 


En virtud de lo antes expuesto, esta Sala considera que el juez incurrió en falta de aplicación del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo y del artículo 506 del Código de Procedimiento Civil, razón por la que se declara procedente esta denuncia analizada y así se decide.
 

DECISIÓN
 

En virtud de las consideraciones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR el recurso de casación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Amparo Constitucional de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida en fecha 08 de mayo del año 2002.  En consecuencia se declara nulo el fallo recurrido, reponiendo la causa al estado de que el Juez Superior que resulte competente, dicte nueva sentencia sin incurrir en el vicio que dio lugar a la nulidad del fallo.

 

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal Superior ya mencionado, todo de conformidad con lo preceptuado en el artículo 322 del Código de Procedimiento Civil.

 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a  los seis (06)  días  del  mes de febrero de dos mil tres. Años: 192° de la Independencia y 143° de la Federación.
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